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ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA / CONCEDE. - En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que, como se puso en párrafos anteriores, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración dicha prerrogativa constitucional en contra de la señora JCM. 

Ahora, si bien se han adelantado algunas diligencias por parte del Juzgado accionado tendientes zanjar la situación de la condenada, su esfuerzo no ha sido suficiente para poder concluir el asunto, situación que no puede ser pasada por alto en esta oportunidad, especialmente porque de acuerdo a lo certificado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga, Valle, las afirmaciones hechas por el letrado accionante gozan de veracidad, pues efectivamente por cuenta del mismo proceso judicial la señora JCM estuvo detenida desde el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010, afirmación que hubiera podido quedar dilucidada si también se hubiera realizado por parte del Juez de Ejecución de Penas un requerimiento oportuno al mencionado Despacho, por tratarse del Juez que profirió la sentencia condenatoria, donde muy probablemente habrían de tener esa información.  

Acorde con lo anterior, lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; de manera que se ordenará al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que de conformidad con la certificación allegada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga, (de la cual se le allegará la respectiva copia auténtica a través de la Secretaría de esta Corporación), proceda a reconocer en favor de la señora JCM el período comprendido entre el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010 como parte de la pena purgada hasta ahora, y de acuerdo con ello se resuelvan las solicitudes que en adelante presente.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela promovida por el abogado JUAN CARLOS PATIÑO TORRES, quien actúa en calidad de apoderado judicial de la señora JANETH CAICEDO MURIEL en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, y otros, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que desde el 9 de diciembre de 2009 su representada estuvo vinculada a un proceso penal adelantado por parte de la Fiscalía Quinta Especializada de Buga, Valle del Cauca, por incurrir en la presunta comisión de los delitos de concierto para delinquir y lavado de activos, trámite que se adelantó bajo el número de radicado 122.288, y por el cual resultó privada de su libertad desde el 10 de diciembre de ese año, condición que se prolongó hasta el 2 de diciembre de 2010, fecha en la cual se le otorgó su libertad, toda vez que la aludida Fiscalía precluyó en esas calendas la investigación que se seguía en su contra. 
No obstante lo anterior, el auto que resolvió precluir la investigación fue objeto de apelación por parte de la Procuraduría Judicial Penal, y al resolverse sobre aquel recurso, la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Buga revocó la decisión y ordenó continuar con el proceso, mismo que culminó con sentencia condenatoria en contra de la señora Caicedo Muriel, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito (Sic.) de Buga. 

En atención a esta última decisión, la señora Janeth fue detenida nuevamente el 10 de abril de 2014, esta vez por cuenta del radicado No. 2011-00070, ello por cuanto en el momento en que se le concedió la libertad, el radicado interno manejado por el INPEC de Buga fue cancelado, lo que implicó que en el momento de ser capturada tuviera que asignársele un nuevo código, sin que ello implicara que se tratara de un proceso diferente. 
En la actualidad la vigilancia de la ejecución de la pena la ha asumido el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, Despacho ante el cual se han elevado dos solicitudes tendientes a obtener el reconocimiento del tiempo físico descontado por la señora Janeth Caicedo Muriel por cuenta del aludido proceso, pero la actuación de esa célula judicial se ha limitado a pedir esa información ante el INPEC de Buga, afirmando además erróneamente que en los datos del SISIPEC Web la interna aparece recluida por cuenta de otro proceso judicial. 

Así las cosas, el 17 de noviembre de 2017 presentó una petición ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga para que se le certificara el tiempo en que estuvo detenida la señora Janeth Caicedo Muriel por órdenes de ese Despacho, pero esa solicitud no fue contestada.   

Aunque la señora Caicedo Muriel se encuentra en una etapa procesal en la cual puede pedir su libertad condicional, ello no ha sido posible porque el Juez de Ejecución de Penas no ha hecho un estudio acucioso que permita determinar el cómputo de tiempo que se ajusta a la realidad de su representada. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó el accionante que se conceda la solicitud de amparo invocada en favor de su representada, y en consecuencia se ordene al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga que le dé una respuesta a la petición incoada por él desde el 7 de noviembre de 2017; así mismo, se le ordene al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, reconocer a la señora Caicedo Muriel la redención de pena del período comprendido entre el 10 de diciembre de 2009 y 2 de diciembre de 2010. 
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela fue recibida en el Despacho el 16 de febrero del año que avanza, y por medio de auto del 19 de febrero se avocó su conocimiento en contra del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Buga, Valle, Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la Badea Dosquebradas, Juzgado Segundo Penal del Circuito de Buga, Valle y Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
Más adelante se vinculó de manera oficiosa al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Guadalajara de Buga, Valle del Cauca, y a la Dirección General del INPEC, éste último para que diera informe respecto de la cartilla biográfica de la detenida, informando en qué establecimientos penitenciarios ha estado recluida, a órdenes de qué Despachos judiciales, y de ser posible, especificara por cuenta de cuáles procesos. 

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:
RECLUSIÓN DE MUJERES INPEC DE PEREIRA: su argumento estuvo centrado en una carencia de legitimación en la causa por pasiva frente a la solicitud de amparo constitucional reclamada, y por ende su solicitud fue que se desvinculara del presente asunto. De su escrito se puede extraer lo siguiente: 
Expuso que la señora Janeth ingresó a ese Establecimiento desde el 2 de junio de 2016, como consecuencia de una orden de traslado desde el Establecimiento Carcelario de Buga, Valle, proferida por la Dirección General del INPEC. 
Además, refirió que a la actora se le negó la prisión domiciliaria por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y ante el recurso de reposición impetrado por su apoderado judicial, se ordenó oficiar al centro de reclusión de Guadalajara de Buga para determinar si ella estuvo detenida entre los años 2009 y 2010 por cuenta del actual proceso. Así mismo, ese Establecimiento le solicitó a su homólogo de Guadalajara de Buga que en el mismo sentido expidiera una certificación. 

El 17 de enero de 2018 se recibió respuesta a la solicitud anterior, en la misma, el Establecimiento de Buga anexó una copia de la orden de libertad y su respectiva boleta con fecha del 2 de febrero de 2010; más adelante se recibió un nuevo oficio por parte del aludido establecimiento de reclusión, esta vez dirigido al Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, donde se afirma que una vez revisado el aplicativo SISIPEC-WEB, se constató que la señora Caicedo Muriel estuvo detenida allí desde el 14 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010.  
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA: por medio de escrito recibido en este Despacho el 22 de febrero del año que avanza, expuso que efectivamente la señora Janeth Caicedo está descontando una pena de 120 meses que vigila ese Juzgado, sin embargo, la información con la que allí se cuenta, y que ha sido fundamento para las distintas decisiones que frente a su caso se han tomado, es que ella se encuentra privada de la libertad por cuenta de ese asunto desde el 10 de abril del año 2014. 

Cuenta el Togado que el 25 de mayo del año anterior se le negó a la señora Caicedo Muriel una solicitud de prisión domiciliaria, y como quiera que en contra de la misma se interpuso un recurso de reposición bajo el argumento básico de que la privación de su libertad se había efectuado en una fecha anterior a la creída por ese Despacho –entre 10 de diciembre de 2009 y 2 de diciembre de 2010-, con lo que para este momento ya tendría la mitad de la pena impuesta, se procedió a oficiar desde el 17 de julio de 2017 al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Guadalajara de Buga para que aclarara si los dichos de la accionante eran ciertos. Sin embargo nunca se obtuvo respuesta a ese requerimiento.         
El 14 de diciembre de 2017 se recibió una nueva solicitud por parte del apoderado judicial de la accionante, quien pidió una vez más que se le reconociera a su prohijada el tiempo que estuvo recluida en la ciudad de Guadalajara de Buga, por lo que se hizo un nuevo requerimiento al Establecimiento Penitenciario de esa localidad para que se pronunciara al respecto, recibiendo respuesta el 29 de diciembre en la cual se corrobora que la señora Caicedo Muriel estuvo privada de su libertad en ese lugar entre los años 2009 y 2010, pero no especificó a cuenta de qué proceso o autoridad lo estuvo. 
Así las cosas, el 3 de enero del año que avanza se ofició al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mujeres de esta ciudad que con el correspondiente estudio de la cartilla biográfica de la interna, se verificara por cuenta de qué proceso estuvo detenida en dicho interregno. Pero hasta ahora no se ha recibido la respectiva respuesta. 

Significa ello, según el Juzgado accionado, que al no existir un documento proferido por el INPEC, como autoridad competente, donde se certifique que el tiempo en que la señora Caicedo Muriel estuvo detenida en la ciudad de Buga fue por el mismo proceso que ese Despacho vigila, no es posible despachar favorablemente su solicitud. 
Finalmente el 21 de febrero de 2018 se hizo otro requerimiento al Establecimiento Penitenciario de Guadalajara de Buga para que certifique la veracidad de la información allegada por el accionante, y una vez se obtenga respuesta se procederá a resolver de fondo el asunto en cuestión.  

JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BUCA, VALLE: expuso que la señora Janeth Caicedo Muriel fue condenada por parte de ese Despacho desde el 25 de junio de 2013, decisión que fue confirmada en segunda instancia por parte del Tribunal Superior de ese Distrito judicial mediante sentencia del 30 de marzo de 2014. 

Puntualizó que el tiempo de detención de la accionante se dio desde el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010, fecha en la cual la Fiscalía instructora precluyó la investigación y ordenó su libertad inmediata, decisión que más adelante fue derrotada, resultando finalmente condenada la señora Caicedo Muriel, por lo que fue retenida nuevamente el 11 de abril de 2014. 
Finalmente manifestó que el 26 de febrero del presente año se dio respuesta en ese sentido al apoderado judicial de la señora Janeth Caicedo Muriel conforme a la petición elevada por él ante ese Despacho.    
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer, si por parte de alguno de los vinculados al presente asunto, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales invocadas por el apoderado judicial de la señora Janeth Caicedo Muriel.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación de ese aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto por ello la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal-Tutela en indicó al respecto: “Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
  

Por otra parte la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”
Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia, se tiene que la señora Janeth Caicedo Muriel, por intermedio de su apoderado judicial, ha presentado ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad tres solicitudes en las cuales ha reclamado básicamente que le sea descontado o tenido en cuenta como pena purgada el período comprendido entre el 10 de diciembre del año 2009 y el 2 de diciembre de 2010, interregno en el cual estuvo privada de su libertad por cuenta del proceso que en la actualidad vigila el mencionado Juzgado Ejecutor.
De la información obrante en el expediente se desprende que tal petición se elevó por primera vez el 31 de mayo de 2017 (Folios 11 y 12), sin que haya sido posible hasta la fecha obtener una solución efectiva a su requerimiento, toda vez que si bien el Juzgado ha hecho algunos requerimientos al Establecimiento de Reclusión en el cual estuvo detenida la señora Janeth, no se ha obtenido una respuesta que finiquite su asunto, pues según lo afirma el Despacho, a pesar de existir una certeza en el sentido de que ella sí estuvo en el Centro de Reclusión de Guadalajara de Buga entre los años 2009 y 2010, no existe certeza frente al asunto por el cual estuvo allí, es decir, si guarda o no relación con el proceso que esa célula judicial vigila. 

En ese sentido, no hay duda de que tal circunstancia se ha convertido en un obstáculo para que la señora Janeth Caicedo Muriel pueda acceder de forma efectiva a los beneficios administrativos a los que eventualmente podría tener derecho, como consecuencia del tiempo que se le ha dejado de computar como pena purgada, pues lo cierto del caso es que a estas alturas, y transcurridos más nueve meses desde la solicitud elevada por ella, no se le ha brindado una solución que resulte efectiva y real.

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta que, como se puso en párrafos anteriores, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades judiciales, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración dicha prerrogativa constitucional en contra de la señora Caicedo Muriel. 
Ahora, si bien se han adelantado algunas diligencias por parte del Juzgado accionado tendientes zanjar la situación de la condenada, su esfuerzo no ha sido suficiente para poder concluir el asunto, situación que no puede ser pasada por alto en esta oportunidad, especialmente porque de acuerdo a lo certificado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga, Valle, las afirmaciones hechas por el letrado accionante gozan de veracidad, pues efectivamente por cuenta del mismo proceso judicial la señora Janeth Caicedo Muriel estuvo detenida desde el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010, afirmación que hubiera podido quedar dilucidada si también se hubiera realizado por parte del Juez de Ejecución de Penas un requerimiento oportuno al mencionado Despacho, por tratarse del Juez que profirió la sentencia condenatoria, donde muy probablemente habrían de tener esa información.  

Acorde con lo anterior, lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; de manera que se ordenará al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que de conformidad con la certificación allegada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga, (de la cual se le allegará la respectiva copia auténtica a través de la Secretaría de esta Corporación), proceda a reconocer en favor de la señora Janeth Caicedo Muriel el período comprendido entre el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010 como parte de la pena purgada hasta ahora, y de acuerdo con ello se resuelvan las solicitudes que en adelante presente. 
Ahora, en lo que tiene que ver con la pretensión efectuada por el accionante, en el sentido de que se ordene al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga dar una respuesta a la solicitud incoada desde el 17 de noviembre de 2017, la Corporación no adelantará un análisis profundo al respecto, toda vez que de la contestación brindada por ese Despacho Judicial, se observa con claridad que a la misma se dio respuesta por medio de oficio del 26 de febrero del año avante, lo que conlleva a una carencia de objeto por hecho superado respecto de ese aspecto puntual. 
DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia de la señora JANETH CAICEDO MURIEL, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE ESTA CIUDAD que en el término de 72 horas hábiles contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a reconocer en favor de la señora Janeth Caicedo Muriel el período comprendido entre el 10 de diciembre de 2009 hasta el 2 de diciembre de 2010 como parte de la pena purgada hasta ahora por cuenta del proceso judicial del cual se vigila allí su ejecución; y de acuerdo con ello se resuelvan las solicitudes que en adelante presente la actora. 

TERCERO: Se ordena que por la SECRETARÍA DE ESTA CORPORACIÓN se expida con destino al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, copia auténtica de la respuesta brindada por parte del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BUGA, VALLE, para los fines consiguientes.  
CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.






 Página 13 de 13

